PAGE  
- 19 -

SEMINARIO DE DERECHO LOCAL FUNDACIÓN RAMÓN SAINZ DE VARANDA
INFORME EN MATERIA DE CONTRATOS Y SERVICIOS PÚBLICOS

Autores:

Jesús Colás Tenas. Oficial Mayor de la Diputación Provincial de Zaragoza.

Pedro Luis Martínez Pallarés. Letrado de la Diputación Provincial de Zaragoza.

Fecha: 13 de junio de 2013.

I.   NOVEDADES NORMATIVAS.

1.  Estado.

No se ha publicado ninguna novedad legislativa.

2.  Comunidades Autónomas.

No se ha publicado ninguna novedad legislativa.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

Las Sentencias que a continuación se reseñan y comentan comprenden el periodo temporal de 1 de febrero de 2013 a 30 de abril de 2013, y figuran en el repertorio jurisprudencial de ARANZADI, al que expresamente se hace referencia.

Tribunal Supremo

— STS de 4 de febrero de 2013 (RJ/2013/2058). Modificación del contrato de obra. Obligatoriedad para el contratista
Dictado con motivo del recurso de casación deducido frente a la Sentencia de la A.N. que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra la resolución del Director del Servicio de Gestión Económica de la Agencia Tributaria que acuerda resolver el contrato de construcción de edificio para la Administración de la AT de Vilanova i La Geltrú con incautación de la garantía que se anula.

Tras la adjudicación de las obras y una vez iniciadas éstas, se observaron las características de la cimentación de los edificios colindantes y tras comprobar que podían generar situaciones de riesgo, previa suspensión de las obras, se aprobó por el órgano de contratación un proyecto modificado que suponía un incremento de 58.485 euros sobre el precio inicial de 1.944.636 euros, que fue notificado al contratista al objeto de presentación de alegaciones, siendo convocado para la firma del acta de levantamiento de la suspensión temporal y reinicio de las obras. Tras no comparecer a dicho acto, el contratista presentó alegaciones mostrando su disconformidad con el modificado así como solicitando una revisión del precio del contrato, manifestando su intención de no ejecutar la parte de la obra referida a dichas partidas. La Administración acuerda la resolución del contrato y la incautación de la garantía.

La Sentencia de instancia revoca la resolución administrativa que requería el inicio de las obras con arreglo al proyecto modificado, y declara que la modificación acordada es incardinable en el articulo 146.2 TRLCAP que faculta al contratista para no aceptar los precios fijados en la modificación cuando se incluyan unidades de obra no comprendidas en el proyecto.

Frente a ello la Sala estima el recurso de casación interpuesto por la Administración del Estado por considerar que no se ha aplicado el articulo 146.1 TRLCAP que impone la obligatoriedad de las modificaciones del contrato de obras y que se ha interpretado incorrectamente el apartado 2 de dicho precepto que no recoge el derecho del contratista a no ejecutar, sino la facultad de la Administración de ejecutar las obras por si mismas o encomendándoselas a un tercero.

Del apartado 1 del articulo 146 TRLCAP se desprende que las obras serán obligatorias para el contratista, sin perjuicio de la posibilidad prevista en el articulo 149, 3) TRLCAP que se refiere a las modificaciones que impliquen alteraciones del precio del contrato en cuantía superior al 20 por ciento del precio primitivo del contrato. El articulo 146.2 no hace referencia a la obligatoriedad de continuar la obra modificada por el contratista, sino al precio del modificado, que es fijado por la administración y que posibilita que ésta, de no estar conforme el interesado con el precio fijado, opte por ejecutar ella misma la parte modificada o encargarla a un tercero. Pero es una potestad que la Administración puede no ejercitar, como ocurre en el supuesto enjuiciado donde el proyecto se ha modificado reforzando la cimentación, con la consecuencia de que sigue vigente la obligatoriedad para el contratista de ejecutar las obras, siempre que no superen los umbrales del articulo 149, e) y solicite el contratista la resolución y sin perjuicio de que este impugne el precio fijado unilateralmente por la Administración.

En consecuencia, estima el recurso de casación, dado que el proyecto modificado se ajustaba a derecho, y que se ha acreditado que el contratista se negó a ejecutarlo y no prestó la garantía complementaria ni firmó el contrato, por lo que concurría la causa de resolución prevista en el articulo 111,g) del TRLCAP al haber incumplido el contratista sus obligaciones esenciales.

— STS de 7 de febrero de 2013 (RJ/2013/2065). Nulidad de la adjudicación. Articulo 47 del RGCE. Restitución reciproca de las cosas.

Dictada con motivo de recurso de casación deducido frente a Sentencia del TSJ de Madrid que estima en parte un recurso contencioso administrativo interpuesto frente a la desestimación presunta, realizada por la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal, de la reclamación formulada en solicitud de concreción del régimen de devoluciones reciprocas derivado de la anulación del concurso para la adquisición de un inmueble con destino a la sede de la Dirección Provincial de Melilla.

La recurrente fue adjudicataria del mencionado concurso, y en consecuencia transmitió el inmueble de su propiedad y formalizó la correspondiente escritura pública. Posteriormente la adjudicación fue anulada por una Sentencia que ordenó la retroacción de las actuaciones para que se volviera a resolver el concurso, al entender que el local no reunía las características exigidas en el Pliego. Por ello la Administración dictó resolución estableciendo el régimen de devolución de las prestaciones que debía realizarse como consecuencia de la anulación del contrato. Frente a ello la adjudicataria formuló reclamación que fue desestimada por silencio administrativo.

La Sentencia de instancia declaró que el régimen de sustituciones derivado de la anulación del contrato debía ser la devolución del precio con sus intereses por parte de la mercantil y la restitución del inmueble por la Administraciones, desestimando el resto de pedimentos contenidos en la demanda. Frente a ello la mercantil adjudicataria y recurrente motiva el presente recurso de casación en la infracción del articulo 47 del RGCE y en la teoría del enriquecimiento injusto.

La Sala estima el recurso de casación en relación con el pago de los frutos del inmueble. Una recta interpretación del articulo 47 del RGCE impone el pago de los mismos, puesto que la restitución reciproca de las cosas recibidas en el contrato va dirigida a restablecer en la mayor medida posible la situación que éstos habrían mantenido de no haberse llevado a cabo el cumplimiento del contrato. Si este restablecimiento exige para el comprador que recupere tanto el importe del precio como los intereses del mismo, lógico es que el vendedor reciba la cosa vendida y una reparación también por la privación de su utilidad que sufrió durante la vigencia y ejecución del contrato. Una compresión distinta supondría un enriquecimiento injusto de la Administración.

Respecto del resto de los pedimentos de la demanda, que no fueron acogidos, tales como los gastos correspondientes al contrato anulado y a l restitución del inmueble, la Sala considera acertado el criterio de la Sentencia de instancia de declarar la común responsabilidad de ambos contratantes en la producción de la nulidad, lo que conlleva la procedencia de aplicar el principio de compensación de culpas.

— STS de 18 de febrero de 2013. (RJ/2013/2187). Coincidencia del objeto social de la adjudicataria con el objeto del contrato. Cumplimiento de condiciones de capacidad y solvencia por todas las empresas integrantes de una UTE.
Dictada con motivo del recurso de casación deducido frente a la Sentencia del TSJ de Canarias que estima en parte un recurso contencioso administrativo interpuesto frente a la Orden de la Consejería de Turismo del Gobierno de Canarias por la que se desestima el recurso de revisión interpuesto contra el acuerdo de adjudicación provisional en favor de una UTE del contrato para la gestión, explotación y mantenimiento del Palacio de Congresos Tenerife Sur.

La Sentencia recurrida consideró que el objeto social de una de las dos empresas componentes de la UTE adjudicataria, una agencia de viajes, poco tenia que ver con el objeto del contrato, por lo que procedió a la anulación de la adjudicación, y ello a pesar de la necesaria flexibilidad con que debe interpretarse dicho requisito, que en todo caso no puede ser desnaturalizado, que es lo que sucedería de admitirse que en el caso enjuiciado se ha cumplido.

La cuestión controvertida radica en determinar si es necesario que el objeto social de todos los miembros de una unión temporal de empresas sea directamente coincidente con las prestaciones propias del contrato o si por el contrario los objetos sociales de las que integran la UTE adjudicataria “ no llegan a asumir mediante la suma de ambas el objeto del contrato”.

La Sala desestima el recurso interpuesto por considerar que la Sentencia de instancia explica con claridad que el objeto social de una de las mercantiles integrantes de la UTE no corresponde con las prestaciones del contrato, contraviniendo con ello el articulo 24.1 RGLCAP, que exige que en las uniones temporales de empresas todas ellas han de cumplir los requisitos de capacidad y solvencia, bastando con que una no lo haga para que falte este requisito. Ni siquiera aplicando con flexibilidad dicho requisito es posible considerar que el objeto social de una agencia de viajes coincide con las prestaciones propias del contrato de gestión, explotación y mantenimiento de un Palacio de Congresos.

— STS de 21 de marzo de 2013 (RJ/2013/2810). Anulación de la aprobación del proyecto de obra y admisión de la legalidad del proyecto modificado.
Dictado con motivo de recurso de casación frente a la Sentencia del TSJ de Galicia que estima parcialmente un recurso contencioso administrativo interpuesto contra la desestimación presunta del recurso extraordinario de revisión y de la solicitud de revisión de oficio de un acto administrativo nulo formulados respecto de la resolución de la Junta de Galicia de 5 de julio de 2006 que aprobaba el proyecto de construcción del acceso al puerto de Burela. El recurso se amplió posteriormente a la resolución del Consejero de Obras Publicas que aprobaba el proyecto modificado numero 1 de dicha obra.

La Sentencia de instancia, por un lado, declara la nulidad de la resolución inicial de 5 de julio de 2006 en relación con la adopción de un vial superior a la vía férrea en lugar de un vial inferior a la misma. Por otro no alcanza la misma conclusión respecto de la impugnación, por vía de ampliación, de la resolución de 16 de noviembre de 2007 que rectifica el acuerdo de 5 de julio de 2006, asumiendo la previsión del planeamiento relativa al paso inferior del vial.

El recurso de casación se funda en que la Sala Juzgadora ha incurrido en contradicción al amparar sobre una misma base normativa, al afirmar la prevalencia del planeamiento, dos soluciones legales diversas. El TS considera que el motivo no puede prosperar dado que la Sala de instancia no incurre en contradicción ya que en él se ofrecen razones que explican de forma coherente la anulación de la inicial resolución, de aprobación inicial del proyecto litigioso, y la admisión de la legalidad de la aprobación del proyecto modificado posterior. Asimismo desestima el argumento del recurrente que habiendo sido anulada la primera resolución el proyecto inicial no podría ser ya modificado. El hecho es que la declaración de nulidad es declarada por la misma Sentencia que examina de forma conjunta ambas resoluciones y esta circunstancia le permite a la Sala de instancia entender que la anulación del proyecto no conlleva necesariamente la invalidez de la modificación del mismo, tanto más cuanto que la modificación rectifica precisamente la causa de la nulidad de la primera resolución aprobatoria del proyecto.

— STS de 1 de abril de 2013. (RJ/2013/2834). Limitaciones de uso establecidas en el pliego de condiciones administrativas particulares. Inexistencia de responsabilidad patrimonial derivada de ellas.

Dictada con motivo del recurso de casación interpuesto contra la Sentencia del TSJ de Andalucía que desestimaba un recurso contencioso administrativo presentado frente la aprobación del pliego de condiciones administrativas particulares que regia la actividad comercial de viajes turísticos y transportes en la zona de servicio del Puerto de Sevilla.

El pliego recurrido establecía una restricción a la navegación por causa de eventos deportivos, durante 50 días al semestre. Tanto la Sentencia de instancia como la objeto de comentario consideran que el dominio público portuario tienen evidentes limitaciones derivadas de sus características físicas, que en ocasiones fomentan la solicitud de pruebas de alto nivel, de interés tanto para el puerto como para la ciudad de Sevilla. Concurren razones de seguridad que impiden compatibilizar una prueba náutico-deportiva y la actividad desarrollada por la empresa recurrente, debiendo la autoridad portuaria fijar los parámetros para compatibilizar las mismas en condiciones de seguridad. La actuación objeto de controversia se basa en un informe emitido por el Jefe de Unidad de Navegación de la Autoridad Portuaria de Sevilla sobre el numero máximo de días en que se puede cortar a la navegación comercial de viajes turísticos en la dársena interior del puerto de Sevilla, que en ningún momento ha sido contradicho.

En todo caso, la Ley 48/2003 distingue entre servicios portuarios y servicios comerciales y otras actividades, grupo en el que puede integrarse la actividad de la mercantil recurrente, de forma que para su realización debe obtener la pertinente autorización previa, así como sujetarse a las condiciones generales emitidas por la entidad “Puertos del Estado”. Por lo que el motivo de recurso debe ser desestimado.

Junto a ello debe asimismo desestimarse la supuesta vulneración del articulo 106.2 de la Constitución, ya que no cabe hablar de daño, sino de deber impuesto por la propia Ley de soportar limitaciones inherentes al ejercicio de una actividad en un espacio especifico, concretamente mediante el uso de parte del dominio público portuario, que es un espacio reducido para el que se prevén limitaciones en su normativa específica.

III. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS DE ARAGÓN

— Acuerdo 26/2013, de 21 de mayo que resuelve el recurso especial interpuesto frente a la adjudicación del contrato denominado “Elaboración de los mapas de paisaje de las Comarcas de Cinco Villas, Daroca, Jiloca y Comunidad de Teruel. 

Centraremos nuestra atención en los aspectos que a efectos de esta exposición nos interesa resaltar, en concreto sobre la confidencialidad de las ofertas. 

En este sentido el hecho de que SIGMATEC, una de las mercantiles licitadoras, no identificara en su propuesta los documentos que poseían carácter confidencial, como exigía la cláusula 2.2.4.1.15 del PCAP, no implica que deba ser el órgano de contratación quien deba determinar este carácter ante el ejercicio del derecho de vista del expediente por otro licitador. La doctrina de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la C.A. de Aragón recoge esta obligación únicamente en el supuesto de que el licitador haya declarado toda su propuesta como confidencial, y no en un caso como el presente en el que la omisión de la mención al carácter confidencial se debe únicamente a una omisión achacable a la licitadora, pese a la claridad del PCAP.

— Acuerdo 25/2013, de 21 de mayo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto contra la adjudicación del acuerdo marco para la contratación de guantes, ropa desechable y cobertura quirúrgica con destino a los centros sanitarios del Servicio Aragonés de Salud y Consorcio Aragonés Sanitario de Alta Resolución. 

La cuestión principal que nos interesa destacar hace referencia a la presunción de veracidad de los informes y diligencias realizados por los funcionarios públicos en el seno del procedimiento licitatorio. El Tribunal recuerda que la consideración de un documento como “documento publico administrativo” exige que su autor sea un empleado publico, que tenga capacidad genérica para autorizarlo y la funcional o especifica para la clase concreta de documento de que se trate, así como el requisito de la firma como presupuesto vinculado tanto a la propia existencia del documento como a su invariabilidad. El documento público debe estar revestido de las necesarias garantías de autenticidad como medio de constancia por el que aparezca exteriorizad la declaración de voluntad de su autor, todo ello en beneficio de la seguridad jurídica, y de la garantía de los principios que predica el artículo 1 TRLCSP.

— Acuerdo 24/2013, de 14 de mayo.- Adjudicación. Oferta que excede del presupuesto de licitación. Adecuación de la exclusión. Recurso infundado. Imposición de multa. Desestimación.

— Acuerdo 23/2013, de 10 de mayo.- Adjudicación. Admisión de un licitador por ejecución Acuerdo TACPA. La anulación de actuaciones tiene como consecuencia tener por no existida la actuación anterior. Plazo correcto de subsanación de clasificación. Desestimación.

— Acuerdo 22/2013, de 30 de abril.- Adjudicación. Presentación del recurso fuera de plazo. Inadmisión.

— Acuerdo 21/2013, de 30 de abril.- Adjudicación del contrato denominado “Gestión del servicio público de recogida de determinados residuos domésticos y comerciales en los municipios de la Comarca de Cinco Villas y transporte a vertedero autorizado a lugar de valorización” promovido por la Comarca de Cinco Villas. 
Si bien el recurso se fundamenta en diversos motivos de diferente tenor, centraremos nuestra atención en dos motivos concretos: contravención de la teoría de los actos propios e infracción del principio de la reformatio in peius.

En relación con el primer motivo, admisión inicial de la oferta presentada por una de las mercantiles licitadoras y posterior exclusión por exceder la oferta de los precios unitarios establecidos en la licitación, el Tribunal recuerda que el PCAP incluía en la oferta económica un conjunto de precios unitarios de diferentes servicios. Por ello considera que la inicial admisión de la oferta económica que incumplía los precios unitarios fijados en el PCAP es irregular y no puede ser objeto de protección jurídica, puesto que el principio “non venire contra factum propium” sólo opera en base a una apariencia seria de legalidad que no concurre en el supuesto enjuiciado.

En relación con el segundo de los motivos enumerados, el Tribunal destaca que el procedimiento de contratación se articula mediante diferentes periodos, surgiendo en cada uno de ellos derechos y obligaciones nuevas que no conllevan una automática vinculación insuperable mientras no se alcance el fin propuesto. La propuesta de adjudicación es un mero acto de trámite que no crea derecho alguno a favor del licitador propuesto, por lo que no es posible aducir la infracción del principio de la reformatio in peius.

En modo alguno puede entenderse que se haya producido un cambio de criterio de la Mesa de contratación no justificado, nos encontramos por el contrario ante una subsanación de un error producido en un acto de trámite.

— Acuerdo 20/2013, de 16 de abril.- Adjudicación. Inadmisión del motivo de recurso destinado a impugnar un Acuerdo previo del Tribunal, por existencia de cosa juzgada en vía administrativa. Admisión de oferta económica no ajustada a modelo, pero que permite conocer de forma indubitada la propuesta. Cumplimiento de las prescripciones técnicas. Oferta que no incurre en error manifiesto. Desestimación.

— Acuerdo 19/2013, de 9 de abril.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta. Solvencia económica no acreditada en la forma exigida en el PCAP, ni inicialmente ni en fase de subsanación. No existe vulneración del artículo 75.2 TRLCSP ni del 71 LRJPAC. Desestimación.

— Acuerdo 18/2013, de 9 de abril.- Adjudicación. Contrato de servicios no susceptible de recurso especial. Inadmisión.

— Acuerdo 17/2013, de 3 de abril.- Adjudicación. Valoración de propuestas. Puntuación oferta económica. Cumplimiento requerimientos técnicos. Omisión de característica imprescindible en PPT: posibilidad de desistir del procedimiento.

— Acuerdo 16/2013, de 27 de marzo.- Actuación Mesa de Contratación. Exclusión de licitador por "irregularidad" de la oferta y simultanea declaración de desierto del procedimiento. Proposición adecuada al objeto del contrato y a las determinaciones de los Pliegos. Confusión en el clausulado de los Pliegos que no puede perjudicar a los licitadores. Actuación incongruente y carente de motivación. Estimación.

— Acuerdo 15/2013, de 25 de marzo.- Se resuelve el recurso especial interpuesto contra la resolución por la que se adjudica el contrato de servicios para la “realización de actividades organizadas por el Área de Cultura en el Teatro Municipal Miguel Fleta y otros lugares del municipio” promovido por el Ayuntamiento de Utebo. 
Nuevamente focalizaremos nuestra atención en los cuestiones centrales suscitadas por el recurso. En este caso dos son las cuestiones de fondo planteadas, el objeto social de la empresa adjudicataria del contrato, en relación con la acreditación de la solvencia técnica necesaria y con el carácter desproporcionado o irreal de la oferta económica.

En relación con la primera, el articulo 57 del TRLCSP establece que “las personas jurídicas solo podrán ser adjudicatarias de contratos cuyas prestaciones estén comprendidas dentro de los fines, objeto o ámbito de actividad que, a tenor de sus estatutos o reglas fundacionales le sean propias”. El Tribunal, de conformidad con la doctrina emanada por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, sostiene que cabe interpretar el articulo 46.1 en sentido amplio, de forma que las prestaciones objeto del contrato deben estar comprendidas en los fines, objeto o ámbito de actividad de la empresa, sin que sea necesaria la coincidencia literal entre el objeto social y el objeto del contrato, siendo suficiente que se pueda interpretar que las prestaciones del contrato encajan dentro del objeto, fines o ámbito de actividad. En consecuencia, una vez analizado el objeto social de la mercantil, entiende que queda incluida dentro del objeto del presente contrato de servicios, sin que quepa exigirse ni la coincidencia literal ni la enumeración exhaustiva de todas las actividades. 

Asimismo entiende que la situación de alta de la adjudicataria en un determinado epígrafe del IAE de Zaragoza, correspondiente a servicios técnicos, no tiene incidencia alguna en la cuestión planteada dado que es diferente el ámbito en el que nos movemos. En un caso los estatutos de una empresa que delimitan su objeto social, y por lo tanto su capacidad de obrar, y en otro los certificados de alta y estar al corriente del IAE, que acreditan el cumplimiento por las empresas de sus obligaciones tributarias.

En relación con la segunda cuestión, el pretendido carácter desproporcionado de la oferta, tras recordar que el articulo 152 TRLCSP establece la posibilidad, que no la obligación, de rechazar una oferta cuando se considere que no puede ser cumplida por incurrir en valores anormales o desproporcionados y determina que los pliegos establezcan parámetros objetivos que sirvan para apreciar dicha circunstancia, el Tribunal, rechaza el motivo de impugnación. En el supuesto enjuiciado el PCAP no introducía referencia alguna sobre criterios de valoración de las ofertas, por lo que solo se puede interpretar que la voluntad del órgano de contratación era no establecerlos, por lo que no es posible plantear ninguna cuestión acerca de la inclusión de valores anormales o desproporcionados en las ofertas presentadas.

— Acuerdo 14/2013, de 20 de marzo.- Recursos especiales interpuestos contra la resolución en la que se adjudica el contrato denominado “Servicios de contratación de edificios y viviendas propiedad de la Diputación General de Aragón”. 
Al margen de otras cuestiones planteadas, la cuestión de fondo esencial abordada en el Acuerdo consistía en determinar si aceptar la justificación aportada por la adjudicataria en relación con su oferta anormalmente baja vulnera la normativa de la contratación pública. El PCAP establecía los parámetros objetivos en función de los cuales se ha de apreciar si la proposición no puede ser cumplida como consecuencia de la inclusión de valores anormales o desproporcionados.

Las razones argüidas por los recurrentes que entendían que la justificación realizada por la adjudicataria era inadecuada, al usar una base de precios excesivamente amplia y la aplicación de un convenio colectivo que no resultaba de aplicación, son desestimadas por el Tribunal, en aplicación de reiterada doctrina emanada del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales. 
En el caso enjuiciado se ha recabado el informe al licitador, se ha presentado en el plazo concedido la documentación solicitada y se ha emitido motivadamente el dictamen correspondiente sobre tal circunstancia. Junto a ello, y en relación con el convenio colectivo de aplicación, según doctrina del TACRC compartida por el Tribunal, se afirma que la administración contratante debe considerarse ajena a las cuestiones relativas a los componentes que los licitadores han tomado en consideración para llegar a un resultado concreto en cuanto a la cuantía de su proposición económica, en particular, si los licitadores han tenido en cuenta los efectos de un determinado convenio colectivo, puesto que ello desvirtuaría el sistema de contratación administrativa obligando a la administración ha realizar un examen y comprobación de elementos heterogéneos.

En consecuencia, el Tribunal desestima los recursos especiales interpuestos.

— Acuerdo 13/2013, de 15 de marzo.- Adjudicación. Notificación con plazo de recurso erróneo. Admisión del recurso. Valoración de propuesta. Desestimación.

— Acuerdo 12/2013, de 15 de marzo.- Actuación Mesa de Contratación. Exclusión de licitador por oferta económica incompleta. Presentación extemporánea del recurso. Inadmisión

— Acuerdo 11/2013, de 4 de marzo.- Adjudicación. Presentación extemporánea del recurso. Inadmisión

— Acuerdo 10/2013, de 26 de febrero.- Actuación Mesa de contratación. Exclusión de propuesta. Cumplimiento de prescripciones técnicas.

IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.

A) Estado

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— No se ha publicado ninguno desde el Informe 14/12, de 10 de mayo de 2012 (sesión del seminario de diciembre de 2012).
B) Cataluña

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 18/2012, de 30 de noviembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Posibilidad que una entidad pública empresarial de un ayuntamiento pueda prestar servicios directamente a entidades vinculadas a este ayuntamiento, sin que resulte de aplicación el Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real decreto legislativo 3/2011, de 14 de noviembre. Las sociedades, los consorcios y las fundaciones del Ayuntamiento pueden efectuar encargos excluidos del ámbito de aplicación del Real decreto legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, a la entidad pública empresarial local que tiene atribuida su dirección y coordinación, cuando la entidad tenga la consideración de medio propio y servicio técnico, de conformidad con lo que disponen los artículos 4.1.n y 24.6 del Texto refundido citado.
— Informe 1/2013, de 11 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Posibilidad de ampliar el ámbito territorial de un contrato de gestión de servicios públicos para el abastecimiento de agua potable en un municipio Se considera viable la modificación de un contrato adjudicado bajo la vigencia de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de contratas de las administraciones públicas, cuando, además de cumplir los requisitos establecidos en esta disposición respeten, en todo caso, las exigencias del derecho comunitario y, en especial, los principios generales que informan la contratación pública según la doctrina jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en los términos expuestos en la consideración jurídica III de este Informe.

— Informe 2/2013, de 11 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Exigencia de clasificación empresarial en el supuesto de cesión de un contrato La empresa cesionaria de un contrato tiene que cumplir con la exigencia de la clasificación empresarial, en caso de que este requisito haya sido exigido a la empresa cedente, independientemente de la parte de contrato que falte para ejecutar.
— Informe 3/2013, de 11 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Publicidad de los contratos licitados por una sociedad mercantil bajo la vigencia del Real decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio. Consecuencias de su incumplimiento. 1. De acuerdo con el Texto refundido de la Ley de contratos de las administraciones públicas, aprobado por el Real decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio, la publicidad de las licitaciones en los diarios oficiales correspondientes era preceptiva en el supuesto de que quien contratara fuera una sociedad mercantil que reuniera los requisitos del artículo 2.1 del mismo Texto refundido y el contrato fuera uno de los mencionados en este precepto. 2. La eventual falta de publicidad de las licitaciones o una publicidad inadecuada podía dar lugar, bajo la vigencia del Texto refundido de la Ley de contratos de las administraciones públicas, aprobado por el Real decreto legislativo 2/2000, de 16 de junio, a la nulidad absoluta o de pleno derecho del contrato, con carácter general. Sin embargo, en caso de que se tratara de un cumplimiento defectuoso, esta nulidad se podría convertir en relativa o en anulabilidad.

— Informe 4/2013, de 11 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Exclusión de determinados contratos de suministros suscritos por una sociedad municipal, del ámbito de aplicación del Real decreto legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el cual se aprueba el Texto refundido de la Ley de contratos del sector público, por aplicación de su artículo 4.1.g. De acuerdo con el artículo 4.1.g del TRLCSP, los suministros llevados a cabo por la sociedad municipal Cementerios de Barcelona, SAU relativos a la actividad de venta de urnas cinerarias, de lápidas de mármol y de productos accesorios, sobre bienes adquiridos para devolverlos, con transformación o sin, al tráfico jurídico patrimonial, restan excluidos de su ámbito de aplicación.

— Informe 5/2013, de 11 de abril, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Posibilidad de creación de una central de compras por parte de un consejo comarcal y que una entidad del sector público lleve a cabo un acuerdo marco para otras entidades del sector público. Es conforme con la normativa de contratos del sector público que el Consejo Comarcal del Bages cree una central de contratación, pero no es jurídicamente necesario que lo haga para poder concluir un acuerdo marco destinado a los municipios de la comarca.

C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
— Informe 1/2013, de 7 de febrero, sobre interpretación del concepto de “ventas” como canon variable de un contrato de gestión de servicios públicos.

— Informe 2/2013, de 7 de febrero, sobre los requisitos de resolución contractual por mutuo acuerdo.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.

—  Informe 13/2012, de 4 de diciembre, sobre posibilidades y límites de la adjudicación de contratos por su valor estimado establecido en la licitación. El “valor estimado de los contratos” no puede ser tenido en cuenta para la adjudicación de los contratos, sino solo para las finalidades previstas en el TRLCSP. Los contratos de obras o de servicios que tengan por objeto la agrupación en una prestación compuesta de prestaciones simples individualizables, podrán ser adjudicados al licitador que ofrezca la oferta más ventajosa por unidad constituida como prestación simple, dependiendo de ello el número total de éstas que se contratan, dentro siempre del crédito presupuestario hábil determinado por el precio de licitación.
—   Recomendación 1/2012, de 4 de diciembre, en relación con los trabajadores de las empresas en los contratos de servicios.

E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ninguno desde el Informe 5/12, de 10 de mayo de 2012 (sesión del seminario de marzo de 2013).
F) Aragon
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 5/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Incompatibilidad de concejal para continuar en la prestación de un contrato de servicios en un municipio, adjudicado antes de adquirir la condición de concejal. Supuesto de incompatibilidad sobrevenida.

I. Las prohibiciones para contratar con la Administración se configuran legalmente, como un impedimento para poder contratar. De manera que, el requisito de no incurrir en ninguna causa de prohibición de contratar debe cumplirse en el momento de presentación de las proposiciones, y debe mantenerse hasta el momento de adjudicación y de formalización del contrato.  

II. Cuando la causa que da lugar a una prohibición de contratar —en el supuesto, la adquisición de la condición de concejal— tiene lugar con posterioridad a la formalización del contrato en el que se produce tal circunstancia, éste no se ve afectado en su validez en modo alguno. 

III. La condición de contratista constituye un supuesto de incompatibilidad con el ejercicio del cargo de concejal, que viene determinado en el artículo 178.2 LOREG, y cuando se produce tal situación el afectado debe optar entre la renuncia a la condición de concejal o el abandono de la condición de contratista.

IV. La declaración de incompatibilidad es competencia del pleno municipal, previa tramitación del procedimiento que establece el artículo 10 ROF.

V. Si el concejal ejerce su derecho de opción, en el sentido de mantener la condición de miembro de la corporación, el contrato quedará automáticamente extinguido y entrará en fase de liquidación (similar a la de los supuestos de cumplimiento, pero con distinto alcance y efecto) y efectuada la misma se declarará extinguido sin mayores consecuencias.

— Informe 6/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Participación en la licitación de empresas en fase de preconcurso de acreedores.

I. Las prohibiciones de contratar son circunstancias objetivas que impiden la contratación con el sector público de quién se halle incurso en ellas, y deben encontrarse perfectamente tasadas y tipificadas como tales en la Ley. 

II. La «situación de preconcurso de acreedores» no figura entre los supuestos de hecho que conlleva una prohibición de contratar, sin que sea aplicable la previsión del artículo 60.1.b) TRLCSP a aquellas empresas que ponen en conocimiento del juzgado haber iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación, o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio.

III. La empresa inicialmente en «situación de preconcurso de acreedores», que insta la declaración de concurso voluntario, o es declarada en concurso sin adquirir eficacia un convenio, incurre en prohibición de contratar.

IV. Cuando un contratista incurra en prohibición de contratar al ser declarado en concurso con posterioridad a la formalización del contrato, a diferencia de las demás causas de prohibición cuya aparición sobrevenida en principio no afecta al contrato vigente, supondrá causa de resolución del contrato (ex artículo art. 223.b) TRLCSP).

V. Una empresa en «situación de preconcurso de acreedores» deberá acreditar, como las demás, que posee suficiente solvencia económica y financiera para ejecutar el contrato de que se trate, quedando excluida de la licitación en caso contrario.

— Informe 7/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Prohibición de contratar aplicable a personas jurídicas en cuyo capital participen personas vinculadas mediante relación de convivencia afectiva con miembro de una Corporación Municipal.

I. Las personas vinculadas mediante relación de convivencia afectiva con Alcaldes y Concejales están incursos en las prohibiciones de contratar previstas en el artículo 60. 1.f) TRLCSP.   

II. Respecto a la participación en el capital social de las personas jurídicas, porcentajes superiores al 10 % resultan relevantes a la hora de determinar la prohibición de contratar. 

III. La incompatibilidad afecta al cargo electivo, en todo caso, con independencia de su posición en la Corporación.

— Informe 8/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de resolución por mutuo acuerdo de contratos de gestión de servicios públicos por causa del desequilibrio económico producido por la crisis económica, y otros elementos adicionales.

I. La crisis económica, que ha afectado de manera muy relevante al equilibrio económico de los contratos de gestión de servicios públicos, puede ser considerada causa o riesgo imprevisible susceptible de generar el correspondiente derecho el concesionario al reequilibrio económico del mismo. 

II. Los nuevos principios legislativos que inspiran el servicio de gestión de residuos determinan la imposibilidad del reequilibrio económico de las concesiones en los términos originales, exigiendo una nueva configuración y redimensión de los contratos, no siendo posible una modificación de los mismos.

III. El reconocimiento del derecho al reequilibrio económico, unido a la necesidad de extinción de los contratos vigentes para poder redimensionar la gestión del servicio a través de nuevas licitaciones, habilita una resolución fundada en el mutuo acuerdo de las partes, siempre que no exista incumplimiento del concesionario. 

— Informe 9/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Reglas de valoración de las proposiciones formuladas por empresas del mismo grupo, en contratos sujetos a regulación armonizada de poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública.

I. La regulación de la adjudicación de los contratos SARA de las Administraciones Públicas y de los poderes adjudicadores que no tienen esta consideración es común, con las únicas excepciones que establece el artículo 190 TRLCSP.

II. En los contratos SARA de los poderes adjudicadores que no tengan la consideración de Administración Pública, las reglas de valoración de las proposiciones formuladas por distintas empresas pertenecientes a un mismo grupo empresarial, son las contenidas en el artículo 86 RGLCAP.  

III. Con carácter general, cuando concurran en UTE empresas pertenecientes al mismo grupo, con otras empresas que no formen parte del mismo, no les resultarán de aplicación las previsiones del artículo 86 RGLCAP a la hora de aplicar el régimen de apreciación de ofertas anormalmente bajas, debiéndose  tratar como ofertas independientes. 

— Informe 10/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de que en un acuerdo marco con varios empresarios, en el que todos los términos de los contratos derivados estén fijados previamente, se pueda prever un procedimiento de adjudicación de los mismos que no exija una consulta a todas las empresas.
El acuerdo marco no es un procedimiento de adjudicación, sino una técnica de racionalización de la contratación pública, en la que caben distinguir dos modalidades: «contratos marco» y «acuerdos marco en sentido estricto», en función de si establecen, o no, todos sus términos. 

En los acuerdos marco con varios proveedores («contratos marco»), en los que todos los términos de los contratos derivados estén fijados con anterioridad, es posible introducir los procedimientos de selección de los operadores económicos para la ejecución de los contratos derivados que, —respetando los principios básicos de publicidad, objetividad, transparencia y no discriminación— considere el órgano de contratación, sin que sea necesaria la consulta a todas las empresas, y sin que el criterio precio deba prevalecer sobre otros que, objetiva y justificadamente, se fijen.
— Informe 11/2013, de 22 de mayo de 2013, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de licitar un contrato mediante lotes y, simultáneamente, admitir la presentación de una «oferta integradora» de todos, o algunos de los lotes.

I. Podría definirse «oferta integradora» como aquella que, permite presentar una

oferta simultánea a varios o a todos los lotes licitados — según se establezca en el pliego— de modo que se permita seleccionar la mejor oferta (individualmente o integrada), incorporando un elemento de comparación real y objetivo.

II. La «oferta integradora» debe tener en nuestro sistema una consideración

jurídica similar a la de las variantes o mejoras, por lo que aunque no esté dotada de desarrollo reglamentario general, puede ser directamente contemplada en los pliegos de cláusulas administrativas particulares de contratos cualquier tipología, en los términos del artículo 147 TRLCSP, precisando «sobre qué elementos y en qué condiciones queda autorizada su presentación». Su presentación, en todo caso, será potestativa para los licitadores.

III. Para que el contrato se adjudique a una «oferta integradora», ha de

garantizarse en la valoración que es más ventajosa que la suma ponderada de las mejores ofertas individualmente consideradas, en los términos contenidos en el presente informe.

— Informe 12/2013, de 22 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Secreto de las proposiciones. Inclusión indebida de la documentación en los diversos sobres que deben presentar los licitadores.

I. Cuando se desvele el secreto de las ofertas antes del acto público de apertura, incluyendo información de las mismas sujeta a valoración en el sobre

de documentación administrativa, procederá la exclusión de las mismas.

II. La inclusión de información sobre la oferta evaluable mediante fórmulas, en el sobre correspondiente a la información sujeta a juicio de valor, infringe los principios de igualdad de trato y no discriminación, y conlleva la exclusión del licitador.

III. Una simple irregularidad en la presentación de la documentación que no conculque los principios de publicidad y de igualdad de trato y no discriminación, constituye una irregularidad formal en el procedimiento establecido, que no puede tener efectos invalidantes.

IV. Es necesario que los pliegos que rigen la contratación contemplen adecuadamente las exigencias relativas al secreto y publicidad de las ofertas, de manera que no se genere confusión a los licitadores por ambigüedad o falta de claridad en los mismos.

V. Si la vulneración del secreto de las ofertas ha sido consecuencia de la defectuosa configuración de los pliegos que rigen la contratación, procederá que el órgano de contratación desista o renuncie al contrato, siempre que, en este último caso, concurran razones de interés público debidamente justificadas en el expediente.

— Informe 13/2013, de 22 de mayo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Contrato administrativo de obras a tanto alzado, en la modalidad de precio cerrado. Alteraciones del proyecto por deficiencias previsibles y no previsibles. Compensación. Interpretación del contrato e impugnación del acto de recepción por el contratista.

I. El artículo 233 TRLCSP (artículo 216 LCSP) configura la prestación contractual, en el contrato administrativo de obras a precio cerrado, como una prestación de resultado en la cual el riesgo y ventura en su ejecución se trasladan íntegramente al contratista; pues el contrato supone para el constructor la exigencia de aplicar su experiencia para calcular el coste total de

la obra y apreciar la posibilidad de eventualidades e imprevistos que pueden aparecer en el transcurso de la misma, y que debe asumir.

II. En el contrato administrativo de obras «a tanto alzado», en su modalidad de precio cerrado, el proyecto, aprobado por el órgano de contratación, delimita o constriñe el objeto de la prestación. Los aumentos de obra por causas imprevisibles del proyecto, impuestos por la Administración contratante, y que no sean errores, defectos o deficiencias del proyecto, debe reconducirse a las valoraciones objetivas que correspondan a través del procedimiento de modificación del contrato que establece la legislación de contratos del sector público.

III. Si durante la ejecución del contrato se han llevado a cabo alteraciones de obras no previstas ni contempladas en el proyecto, sin aprobación o autorización del órgano de contratación (o con autorización sin seguir el procedimiento establecido), y cuyo carácter imprescindible y necesario venga ratificado por la dirección de la obra; el órgano de contratación viene obligado a definirlas y cuantificarlas de manera objetiva y definitiva y abonarlas, en aplicación de la doctrina del enriquecimiento injusto, en la fase de liquidación del contrato.

IV. No es posible en ningún contrato del sector público, ni en el sistema de determinación de precios unitarios ni en el de precio a tanto alzado, abonar partidas de obra no ejecutadas. Solo pueden abonarse las obras ejecutadas, es decir las partidas de obras realizadas.

V. A la vista de los antecedentes documentales de la solicitud de informe, no parece viable la compensación legal (el contratista no parece reconocer la obligación ni en sus conceptos ni en el quantum que señala el Consorcio), pues no se dan los requisitos enunciados en el artículo 1196 del CC. De la misma manera, no parece imaginable la compensación convencional (verdadero pacto entre las partes de no exigirse las prestaciones). Y en cuanto a la compensación judicial, va de suyo que deberá formularse siempre por vía reconvencional, ya que requiere una actuación y pronunciamiento expreso del Juez.

VI. La recepción de obras es un acto administrativo al que le es de aplicación el mismo régimen impugnatorio de los actos administrativos. Pues aunque el TRLCSP nada indica sobre su régimen impugnatorio, es necesario acudir a la doctrina general de los recursos administrativos.

G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 2/2013, de 5 de marzo, sobre si se debe iniciar o no procedimiento para declarar la prohibición para contratar de una determinada empresa que no ha llegado a formalizar un contrato adjudicado, así como devolver o no la garantía definitiva constituida en el correspondiente procedimiento. 
— Recomendación 1/2013, de 5 marzo, sobre instrucciones a dictar para la correcta ejecución de los servicios externos que se contraten el ámbito del sector público de la comunidad autónoma de canarias, evitando actos que pudieran determinar el reconocimiento de una relación laboral del personal de la empresa contratista respecto del ente u organismo contratante

— Recomendación 2/2013, de 5 marzo, sobre la aplicación de la disposición adicional cuadragésimo séptima de la Ley 10/2012, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunicad Autónoma de Canarias para 2013, respecto a la obligación de los contratistas de contratar demandantes de empleo inscritos en el Servicio Canario de Empleo para la ejecución de los contratos en que sea necesario contratar personal.

— Informe 3/2013, de 11 de abril, sobre interpretación de la disposición adicional trigésima séptima de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2013, sobre régimen jurídico de las encomiendas de gestión.
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

— Informe 6/2012, de 30 de abril de 2013, de la Junta Consultiva de las Islas Baleares, publicidad de los pliegos de cláusulas administrativas particulares de las contrataciones públicas en el ámbito de la Administración Local.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No se ha publicado ninguno desde el Informe 7/12, de 19 de diciembre de 2012 (sesión del seminario de marzo de 2013).

V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS.

A) Consejo Consultivo de Aragón 

— Dictamen 34/2013, de 30 de abril, Resolución del contrato de concesión de obra pública del sector TE1 de la provincia de Teruel de la Red Estructurante de Carreteras de Aragón. No procede entrar en el fondo del asunto planteado sino solamente constatar que por el transcurso del plazo de tres meses para resolver y notificar ha caducado el procedimiento de resolución del contrato de concesión de obra pública del sector TE 1 de la provincia de Teruel, de la Red estructurante de Carreteras de Aragón, suscrito con “X” S.A.

En el supuesto analizado, el plazo para adoptar y notificar la resolución del procedimiento de resolución del contrato, ha excedido con creces los tres meses previstos por la normativa. El órgano de contratación se ampara sin embargo en la necesidad de solicitar dos informes de carácter preceptivo y determinante, que le llevo a  suspender el procedimiento de acuerdo con lo previsto en el artículo 42.5.c. LRJPAC. El Consejo Consultivo analiza cuando debe entenderse que un informe tiene el carácter de determinante: “La palabra “determinante” es un típico concepto jurídico indeterminado que tiene que delimitarse para ser susceptible de aplicación jurídica. En ese camino de delimitación es evidente que determinante no equivale a informe vinculante para el contenido de la resolución que dicte la Administración. Si así lo entendiera alguien –lo que no es el caso ni en el presente procedimiento ni en la doctrina ni en la jurisprudencia- serían muy pocos los dictámenes o informes determinantes entendidos como vinculantes que existirían en el ordenamiento jurídico y desde luego en ningún caso lo serían los de la Dirección General de los Servicios Jurídicos o de la Intervención General. Informes vinculantes en el procedimiento administrativo serían con esa interpretación jurídica solo determinados (pocos) informes de este Consejo Consultivo. En la jurisprudencia del TS (vid. sentencia de 18 de febrero de 2004 siguiendo el previo parecer del Consejo de Estado) se habla de informes determinantes solo para “los que ilustran  los órganos administrativos de tal manera que les llevan a poder resolver con rigor y certeza en un procedimiento; los que les permiten derechamente formarse un juicio recto sobre el fondo del asunto, de tal suerte que, sin ellos, no cabría hacerlo”. La misma jurisprudencia ha indicado que estas circunstancias deben apreciarse caso por caso (cfr. SsTS de 25 de febrero de 2009 y 8 de marzo de 2010). Pues bien, parece claro que en un procedimiento como el que nos ocupa, en el que debe existir necesariamente un informe del Consejo Consultivo de Aragón, es éste el único informe que puede ser calificado como determinante según la definición de tal concepto manejada por la jurisprudencia (…)”
— Dictamen 38/2013, de 30 de abril de 2013, Resolución de contrato suscrito por la Comarca del Jiloca para la prestación del servicio de recogida de residuos sólidos urbanos en la Comarca y su transporte al vertedero de Teruel. Se informa desfavorablemente por caducidad del procedimiento.

— Dictamen 52/2013, de 30 de abril de 2013, modificación del contrato de gestión del servicio público de eliminación y valorización de neumáticos fuera de uso suscrito por el Gobierno de Aragón. Se informa desfavorablemente.

En materia contractual, al igual que en el ámbito de las obligaciones recíprocas, juegan con notable intensidad los principios “Venire contra factum proprium non valet” (-no se puede ir en contra de los actos propios normalmente apreciado en conjunción con los principio de buena fe -art. 7 CC- y confianza legítima -art. 3 LRJAP-) y “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans” (también formulado como “Nemo auditur turpitudinem suam allegans” -no se oye a quien alega la propia torpeza-) que viene a significar que no se puede reclamar ante la Justicia una prestación con fundamento en un hecho que se predica injusto o ilegal, pero que fue en su día querido, aceptado y asumido por el reclamante. Planteada la incidencia de estos principios para el caso que nos ocupa (ambos con significado y alcance fundamentalmente procesal), vienen a traducirse en la comprensión de que no cabe que sea precisamente la concesionaria la persona que pueda invocar la improcedencia del método o del medio de gestión del servicio público que tiene adjudicado cuando ella pactó y asumió en su día la bondad y la procedencia de este medio de gestión a través de la oferta efectuada y el contrato por ella suscrito.

B) Consejo Consultivo de Canarias
— Dictamen 103/2013, de 4 de abril de 2013, en relación con la Propuesta de Resolución por la que se acuerda la resolución del contrato de servicios suscrito con X en nombre y representación de la entidad mercantil I., S.L., de fecha 1 de abril de 2011, para la "Dirección y Coordinación de Seguridad y Salud de las obras relativas al Proyecto denominado Depósito Regulador para aguas tratadas en La Calderetilla (T.M. de Puerto del Rosario) dentro del sistema de bombeo, distribución y reutilización de las aguas depuradas de la Depuradora de Puerto del Rosario en Fuerteventura".

En el supuesto analizado, resuelto el contrato de obras, se insta por el órgano de contratación la resolución del contrato de Dirección y Coordinación de Seguridad y Salud, con base a lo dispuesto en el artículo 284.c. LCSP (308.c TRLCSP) que establece: “Son causas de resolución de los contratos de servicios, además de las señaladas en el artículo 223, las siguientes: (…) Los contratos complementarios a que se refiere el artículo 303.2 quedarán resueltos, en todo caso, cuando se resuelva el contrato principal.”   El contratista cuestiona en sus alegaciones que el contrato suscrito tenga naturaleza de contrato complementario y la consiguiente imposibilidad de que resulte de aplicación la citada causa, pues considera que el artículo 279.2 LCSP  (303.2 TRLCSP) utiliza un concepto restrictivo de contrato complementario, distinto, por tanto, al contrato vinculado, regulado en el artículo 279.4. LCSP (303.4 TRLCSP) de la mencionada Ley, concebido específicamente para los contratos que tengan por objeto la asistencia a la dirección de la obra o la gestión integrada de proyectos. Considera que se trata de un contrato autónomo, con independencia de que se vincule a un contrato de obra y no complementa ningún contrato principal, sino que se sitúa en un plano distinto de plena autonomía funcional frente a la ejecución de la obra, siendo las consecuencias de la resolución del mismo distintas de las previstas para el contrato complementario (10 % del precio de los estudios, informes, proyectos o trabajos pendientes de realizar en concepto de beneficio dejado de obtener, frente a, tan solo, el derecho a percibir el precio de los estudios, informes, proyectos, trabajos o servicios que efectivamente hubiese realizado con arreglo al contrato y que hubiesen sido recibidos por la Administración).

El Consejo Consultivo desestima la alegación considerando por su parte que: “Así, el artículo 279 LCSP [303.2 TRLCSP] regula específicamente los contratos complementarios en su apartado 2, en tanto que su apartado 4 se refiere a otros contratos, de asistencia a la dirección de las obras o la gestión integrada de proyectos. Desde luego, el concreto contrato de dirección de obras es, pues, complementario, tal como deriva de su propia naturaleza. Cabría incluso mantener, por igual motivo, que, pese a ser diferentes, los contratos a los que se refiere el apartado 4 citado son una especie de contrato complementario, aunque con un objeto singularizado diferente al previsto en el apartado 2. En este sentido, no sólo ha de mantenerse, contra lo sostenido por el contratista, que los contratos del apartado 4 difieren esencialmente de los complementarios del apartado 2, sino que, en todo caso y decisivamente, el contrato que formalizó con la Administración, dado su fin y su objeto, es un contrato complementario para la dirección de las obras a las que se refiere el contrato principal de esta clase y de coordinación del plan de seguridad y salud de las mismas, siendo su razón de ser la ejecución de éstas y su finalidad el control técnico de tal ejecución.”
VI. OTROS DOCUMENTOS.

— Informe de Fiscalización de la contratación incluida en el ámbito  de aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público celebrada por los entes, organismos y entidades del sector público madrileño, ejercicio 2011, de 14 de mayo de 2013. El informe concluye con la recomendación, de potenciar la utilizacióńn de procedimientos de adjudicacióńn acordes con la plena vigencia de los principios de publicidad y libre concurrencia, limitándose a utilizar los procedimientos negociados sin publicidad cuando puedan justificar detallada y razonadamente la efectiva concurrencia de alguna de las circunstancias que permiten el recurso a este procedimiento excepcional. En estos casos de utilizacióńn del los procedimiento negociado sin publicidad, los órganos de contratacióńn deben promover, si es posible, una concurrencia real y efectiva, de manera que se obtengan varias ofertas con las que poder negociar las condiciones del futuro contrato.
— Resumen de la doctrina jurisprudencial más relevante sobre contratación administrativa elaborada por el Gabinete Técnico de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo del año 2009 al año 2012 coordinado por Juan Pedro Quintana Carretero, magistrado decano del Gabinete Técnico de la Sala Tercera del Tribunal Supremo.

— Memoria TACPA 2012. La Memoria de actividades, comprende las actuaciones del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón durante su segundo año de funcionamiento, y comprende el periodo de marzo de 2012 a febrero de 2013.

Esta Memoria tiene por objeto, no sólo ofrecer una visión estadística de la actuación del Tribunal durante este periodo en el ejercicio de sus competencias, sino también —como ya se hiciera en la primera Memoria—, dar cuenta de la principal doctrina fijada, tanto respecto de cuestiones relativas a materias de fondo como procedimentales, con el objetivo de que se puedan corregir ex ante prácticas contrarias al marco normativo. Doctrina que se difunde en la siguiente página web: http://www.aragon.es/trb. Además se informa de otras actuaciones de carácter institucional.
VII. BIBLIOGRAFIA.
Al objeto de facilitar su consulta se adjunta el enlace que permite el acceso al Anuario Aragonés de Gobierno Local 2012, editado por la Institución Fernando el Católico y la Fundación Ramón Sainz de Varanda.
http://ifc.dpz.es/publicaciones/biblioteca2/id/56
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